Medidas de Protección en el contexto del Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez

El título IV De la institucionalidad pasa a ser tercero, para conciliar con el PL del servicio y el tercero de la protección administrativa pasa a ser cuarto 
TITULO IV
                                          Párrafo 1º

                  De las medidas de Protección
Artículo i).- Definición de medidas de protección. Son todas aquellas acciones que adopta o impone la autoridad administrativa o judicial, según corresponda, en el evento que se produzca una amenaza o vulneración de los derechos o garantías de niños, niñas o adolescentes considerados individualmente o cuando afecte a derechos o garantías de grupos de niños o niñas y adolescentes, con el objeto de preservarlos o restituirlos.

La amenaza o vulneración puede provenir de la propia conducta del niño, niña o adolescente, de su situación social, familiar, por la acción u omisión del Estado e instituciones, o de agentes externos. 
Artículo ii).- Ámbito de aplicación. Las medidas de protección se regulan por la presente ley y se aplican a toda persona menor de dieciocho años que se encuentre dentro del territorio de la República, sin distinción alguna.

Artículo iii).- Criterios de interpretación del interés superior. En la interpretación y aplicación del interés superior para cada caso concreto, la autoridad competente, sea del orden administrativo o judicial, al momento de decretar una medida de protección deberá tener en cuenta, a lo menos, los siguientes criterios generales: 
a) La medida debe proteger el derecho a la vida, supervivencia y desarrollo del niño, niña o adolescente y la satisfacción de sus necesidades materiales, educativas, emocionales y afectivas. 
b) La medida debe considerar los deseos, sentimientos y opiniones del niño, niña o adolescente, así como su derecho a participar en consonancia con su autonomía progresiva, teniendo en cuenta su edad, madurez, desarrollo y evolución de su personalidad. 
c) La medida debe tender a asegurar al niño, niña o adolescente un entorno familiar adecuado y libre de violencia. Tendrá preeminencia frente al acogimiento residencial, la permanencia en su familia de origen y el mantenimiento de sus relaciones familiares, siempre que sea posible y conveniente para el niño o niña o adolescente. 
d) La preservación de la identidad, cultura, pertenencia a una comunidad, religión, convicciones, orientación e identidad sexual o idioma del niño, niña o adolescente, así como la no discriminación por éstas o cualesquiera otras condiciones, incluida la discapacidad, garantizando el desarrollo armónico de su personalidad. 
Artículo iv).- Factores de ponderación del interés superior. Para la debida determinación de la medida de protección en función del interés superior, los criterios anteriores deben ser ponderados teniendo en cuenta los siguientes factores: 
a) La edad y madurez del niño, niña o adolescente. 
b) La necesidad de garantizar su igualdad y no discriminación por su especial situación de vulnerabilidad, ya sea por la carencia de entorno familiar, maltrato, discapacidad, ser migrante, orientación e identidad sexual, pertenencia a una etnia o cualquier otra característica o circunstancia relevante. 
c) El efecto del transcurso del tiempo en el desarrollo del niño, niña o adolescente. 
d) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se adopten para promover la efectiva integración y desarrollo del niño o niña o adolescente en la sociedad, así como de minimizar los riesgos que cualquier cambio de situación material o emocional pueda ocasionar en su personalidad y desarrollo futuro. 
e) La preparación del tránsito a la edad adulta e independiente, de acuerdo con sus capacidades y circunstancias personales. 
f) Cualquier otro elemento que, considerando el caso concreto, sea estimado pertinente y que cautele los derechos del niño, niña o adolescente. 
Los factores enumerados anteriormente deben ser valorados conjuntamente antes de determinar una medida de protección, conforme a los principios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, de forma que la medida que se adopte en el interés superior del niño, niña o adolescente no restrinja o limite más derechos que los que ampara. 
Artículo vº.- Colisión de intereses. De concurrir cualquier otro interés legítimo junto al interés superior del niño, niña o adolescente deberán priorizarse las medidas que, respondiendo a este interés, respeten también los otros intereses legítimos presentes. En caso de que no puedan armonizarse todos los intereses legítimos concurrentes, deberá primar el interés superior del niño, niña o adolescente sobre cualquier otro interés legítimo que pudiera concurrir. 
Artículo vi.- Principio de legalidad en materia de aplicación de medidas de protección. Toda medida de protección que se adopte deberá fundarse previamente en el cumplimiento de los supuestos que la hacen procedente, mediante una resolución fundada que identifique con claridad y precisión los diversos elementos y sus efectos, que configuran la amenaza o vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente. 

En particular, el deber de motivación de la medida deberá ser cumplido estrictamente cuando aquella implique la restricción de otros derechos, diversos a los que busca cautelar.

Artículo vii.- Definición y concepto de amenaza. Para los efectos de la presente ley se entenderá por amenaza, a la situación de riesgo de uno o más de los derechos o garantías del niño, niña o adolescente que limite o afecte su desarrollo y bienestar, sea por causas personales, sociales, familiares o externas. 

En particular, son situaciones de amenaza:
a) La falta de atención física o psíquica del niño, niña o el adolescente por parte de sus padres, representantes legales o por quien lo tenga a su cuidado, cuando importe un perjuicio para su salud física o emocional. 
b) La dificultad grave para el ejercicio del cuidado personal y atención física y psíquica adecuada al niño, niña o adolescente por parte de los padres, representantes legales o de quienes lo tengan a su cuidado. 
c) Las carencias que, por no poder ser adecuadamente compensadas en el ámbito familiar, ni impulsadas desde este mismo ámbito para su tratamiento mediante los servicios administrativos, puedan producir la marginación, la inadaptación o la afectación de sus derechos.
d) La falta de escolarización en edad obligatoria, el absentismo y el abandono escolar.
e) El conflicto abierto y crónico entre los progenitores, separados o no, cuando anteponen sus necesidades a las del niño, niña o adolescente.
f) La incapacidad o la imposibilidad de los padres, representantes legales o de quienes lo tengan a su cuidado, de controlar la conducta del niño, niña o adolescente que provoque un peligro evidente de hacerse daño o de perjudicar a terceros.
g) Cualquier otra circunstancia que, en caso de persistir, pueda evolucionar y derivar en la afectación concreta de los derechos del niño, niña o adolescente. 
Artículo viii.- Definición y concepto de vulneración. Para los efectos de la presente ley se entenderá por vulneración de derechos o garantías, a la situación de afectación concreta a uno o más de los derechos del niño, niña o adolescente, sea por causas personales, sociales, familiares o externas. 
En particular, son situaciones de vulneración:

a) El abandono.
b) Los maltratos físicos o psíquicos, el abuso sexual, la explotación, tortura u otras situaciones de la misma naturaleza. 
c) Los perjuicios al recién nacido causados por maltrato prenatal, entendiéndose por tal, a la falta de control del embarazo, falta del cuidado del propio cuerpo o la ingesta de drogas o sustancias psicotrópicas por parte de la mujer durante el proceso de gestación, así como el producido indirectamente al recién nacido por parte de la persona que maltrata a la mujer en proceso de gestación.
d) El ejercicio inadecuado de las funciones de cuidado personal o guarda que comporte un peligro grave para el niño, niña o adolescente. 
e) El trastorno o la alteración psíquica o la drogodependencia de los progenitores, o de los representantes legales o de quienes tengan a su cargo a un niño, niña o adolescente, que repercuta gravemente en su desarrollo.
f) El suministro al niño, niña o adolescente de drogas, estupefacientes o cualquier otra sustancia psicotrópica o tóxica realizado por las personas a las que corresponde el cuidado personal o la guarda o por otras personas con su conocimiento y tolerancia.
g) La inducción a la mendicidad, a la delincuencia o a la prostitución por parte de las personas encargadas del cuidado personal o la guarda, o el ejercicio de estas actividades llevado a cabo con su consentimiento o tolerancia, así como cualquier forma de explotación económica.
h) La desatención física, psíquica o emocional grave o cronificada.
i) La violencia de género o la existencia de circunstancias en el entorno sociofamiliar del niño, niña o adolescente, cuando perjudiquen gravemente su desarrollo y bienestar.
j) La obstaculización por los padres, representantes legales o de quienes lo tengan a su cuidado, de las actuaciones de investigación o comprobación, o su falta de colaboración, cuando este comportamiento ponga en peligro la seguridad del niño, niña o adolescente, así como la negativa a participar en la ejecución de las medidas adoptadas en situaciones de riesgo si ello conlleva la persistencia, la cronificación o el agravamiento de estas situaciones.
k) Las situaciones de riesgo que por su número, evolución, persistencia o agravamiento determinen la privación al niño, niña o adolescente de los elementos básicos para el desarrollo integral de su personalidad.
l) Cualquier otra situación de desatención, negligencia o afectación de cualquier derecho o garantía debido a acciones u omisiones que atenten contra la integridad física o psíquica del niño, niña o adolescente, o la existencia objetiva de otros factores que imposibiliten su desarrollo integral. 
Artículo ix.- Derechos del niño, niña o adolescente en el proceso. Toda medida de protección que se adopte en el interés superior del niño o niña deberá ser decretada respetando las garantías del debido proceso y, en particular: 
a) Los derechos de ser informado, oído y escuchado, y a participar en el proceso administrativo o judicial con la asistencia de un abogado designado por el propio niño o niña de ser necesario. Los niños y niñas gozarán del derecho a la asistencia jurídica gratuita.
b) La intervención en el proceso de profesionales cualificados o expertos con formación suficiente según el ámbito de vulnerabilidad en que se encuentre el niño o niña. 
c) La participación de los padres y de la familia en el proceso de revertir la afectación de derechos. 
d) La necesaria motivación de la decisión que aplica una medida de protección que debe incluir los criterios utilizados, los elementos aplicados al ponderar los criterios entre sí y con otros intereses presentes y futuros, y las garantías procesales respetadas. 
e) La existencia de recursos que permitan revisar la decisión adoptada o en el caso en que el propio desarrollo de la persona menor de edad o cambios significativos en las circunstancias que motivaron dicha decisión hagan necesario revisarla. 
Artículo x.- Elenco de medidas de protección. La autoridad competente solo podrá aplicar las siguientes medidas de protección:

a) Inclusión y asistencia del niño, niña o adolescente y su familia, conjunta o separadamente, según el caso, en uno o más programas ambulatorios en el ámbito de la asistencia, de apoyo u orientación, de rehabilitación, tratamiento y prevención, de reforzamiento de habilidades parentales, de vínculo con redes de apoyo estatal, social y comunitaria, de promoción y defensa y cultural. 
b) Ordenar la matrícula o permanencia del niño, niña o adolescente en establecimientos educacionales.
c) Aquellas tendientes a que las niñas, niños o adolescentes permanezcan conviviendo con su grupo familiar.
d) Asistencia integral a la embarazada.
e) Cuidado en el propio hogar del niño, niña o adolescente, mediante la prestación de apoyo y orientación a los padres, representantes legales o responsables en el cumplimiento de sus obligaciones, junto con el seguimiento de la familia y del niño o niña, a través de un programa.

f) Declaración del padre, madre, representantes o responsables, según sea el caso, reconociendo la responsabilidad en relación al niño, niña o adolescente.

g) Orden de ingreso obligatorio, de tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico o en régimen de internación en algún centro de salud público o privado, al niño, niña o adolescente que lo requiera o a su padre, madre, representantes o responsables, en forma individual o conjunta, según sea el caso.

h) Orden dirigida al padre, madre, representantes, responsables o funcionarios del Registro Civil a objeto que, dentro de un plazo breve, regularicen o procesen la falta de inscripción de su filiación o las deficiencias que presenten los documentos de identidad del niño, niña o adolescente, según sea el caso.

i) Separación de la persona que maltrate al niño, niña o adolescente de su entorno.

j) Ingreso del niño, niña o adolescente al sistema residencial o familia de acogida. 
k) Adopción.

l) Cualquier otra medida de protección debidamente fundada si la especial naturaleza de la situación la hace idónea a fin de preservar o restituir los derechos, dentro de los límites de competencia de las Oficinas Locales de la Niñez.
Artículo xi.- Órganos competentes. Las medidas de protección señaladas anteriormente serán impuestas en sede administrativa por las Oficinas Locales de la Niñez, salvo las señaladas en las letras g), i), j) y k), que solo serán impuestas por el juez de familia.
Ninguna medida de protección, en especial las de separación o institucionalización, podrá fundarse en las condiciones económicas y materiales de los padres, representantes legales o responsables del niño, niña o adolescente, ya sea que se trate de factores permanentes o transitorios no son un argumento para autorizar medidas de 
Asimismo, el tribunal de familia conocerá exclusivamente de la apelación de las medidas de protección decretadas administrativamente y cuando la medida deba imponerse de forma coactiva. 
Las medidas de protección pueden ser impuestas aislada o conjuntamente, en forma simultánea o sucesiva.

En su elección se debe preferir aquellas medidas que privilegien la mantención del niño, niña o adolescente dentro de su familia biológica y con la comunidad a la cual pertenece, antes que las que impliquen la separación de su familia, siempre por el tiempo más breve posible.
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